SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°032
RADICACIÓN: 666823104001-2025-00033-00
ACCIONANTE:          DARÍO SOTO OCAMPO
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO DE PETICIÓN / CONTENIDO

DERECHO DE PETICIÓN – Contenido.

… Debe recordar la Corporación que el derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada, cuando la autoridad o persona que atiende el servicio público y a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, veintiuno (21) de marzo de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación N° 327
Hora: 10:55 a.m.

Radicación: 66682310400120250003300
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Subdirector de Defensa Judicial Pensional (E) de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -en adelante UGPP-, frente el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida por el señor DARÍO SOTO OCAMPO, en contra de entidad impugnante.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el accionante, se puede concretar así: (i) en agosto 26 de 2024 el señor DARÍO SOTO radicó ante el Consorcio FOPEP solicitud de reliquidación pensional; (ii) en septiembre 24 de 2024, el consorcio le informó que en agosto 28 de 2024 trasladó la petición por competencia a la UGPP -se radicó con el # registro 20240401601799832-; (iii) la UGPP no ha dado respuesta a la petición.
Solicitó la protección de su derecho fundamental al derecho de petición y que, en consecuencia, se ordene a la UGPP que proceda a dar respuesta a la solicitud de reliquidación pensional.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado admitió la acción de tutela -auto de febrero 04 de 2025- y dispuso correr traslado de la misma a la UGPP.
3.2.- El Subdirector de Defensa Judicial Pensional (e) de la UGPP se opuso a la solitud de amparo y solicitó que se declare improcedente la acción de tutela, pues la entidad está realizando la gestión pertinente para definir el derecho prestacional reclamado. El caso carece de los presupuestos legales y jurisprudenciales para el amparo deprecado, existe otro mecanismo judicial para discutir el reconocimiento y pago de la prestación económica, en tanto que el mecanismo constitucional no puede usarse para pretermitir trámites legales sin la acreditación de un perjuicio irremediable. No existe la violación de derechos alegada. Como consecuencia, pidió que se denieguen las pretensiones del accionante. 
En lo concreto del caso, destacó que la entidad se encontraba en la verificación y validación de los documentos necesarios para resolver la solicitud de reliquidación pensional, lo cual realiza en estricto cumplimiento de los deberes legales y reglamentarios, pero que no puede agotar en diez o quince días porque no se trata de una petición común. 

3.3.- El despacho, mediante providencia de febrero 17 de 2025, amparó el derecho fundamental de petición del señor DARÍO SOTO OCAMPO, por lo que le ordenó a la UGPP que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia, de no haberlo hecho, resolviera de fondo la solicitud que envió el interesado en agosto 26 de 2024 y la notificara en debida forma. 
Para llegar a la anterior determinación, el juez A-quo argumentó que, bajo los lineamientos legales y jurisprudenciales -SU975/03-, la UGPP contaba con cuatro (4) meses para atender la solicitud de reliquidación pensional que realizó el señor SOTO OCAMPO, término que se encontraba vencido para el momento de la presentación de la tutela sin existir pronunciamiento de fondo, por lo que existió vulneración a la garantía fundamental objeto de amparo. 

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno, el Subdirector de Defensa Judicial Pensional (E) de la UGPP impugnó el fallo y pidió su revocatoria, pero para que se amplíe el plazo otorgado para el pronunciamiento de fondo frente de a la solicitud de reliquidación pensional. 
Al efecto, reiteró los argumentos que expuso en el traslado de la acción de tutela relativa a la gestión que la entidad está adelantando para atender la petición, como lo es la verificación de los documentos requeridos, por lo que consideró que el plazo de cuarenta y ocho (48) horas para resolver de fondo el asunto le impone a la entidad una obligación imposible de cumplir, pues es un término insuficiente para agotar el debido proceso administrativo.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, y 32 del Decreto 2591 de 1991.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto concedió el amparo pretendido por el señor DARÍO SOTO OCAMPO. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos que lo pide la parte impugnante. 

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la información arrimada al dosier, se aprecia que el señor DARÍO SOTO reclama la protección de su derecho fundamental a la petición, el cual consideró vulnerado porque no se ha dado respuesta de fondo a la solicitud de reliquidación pensional que presentó en agosto 26 de 2024, la cual fue trasladada por el Consorcio FOPEP en agosto 28 de 2024 ante la UGPP.  
El juzgado de primer nivel concedió el amparo de tutela al derecho fundamental de petición del cual es titular el señor DARÍO SOTO, al considerar que fue vulnerado por la UGPP, dado que la entidad superó el lapso de cuatro (4) meses previstos para atender las solicitudes de reliquidación pensional sin ofrecer una respuesta de fondo, razón por la que conminó a la UGPP para resolver la prestación reclamada en un plazo de 48 horas subsiguientes a la notificación del fallo.
No obstante, la UGPP impugnó la decisión al considerar que no había vulnerado derecho fundamental alguno del accionante, pues se encontraba realizando las gestiones necesarias para dar respuesta a la petición. De otro lado, afirmó que no era posible emitir el acto administrativo requerido en el lapso de 48 horas, como lo ordenó el juez de primer nivel, porque debía adelantar cabalmente la gestión administrativa de verificación, validación y estudio de los documentos necesarios para definir la prestación reclamada, por lo que pidió ampliar el plazo para dar cumplimiento a la orden judicial. 
Conforme a las pretensiones del actor, es claro que se busca la protección del derecho fundamental de petición.

Debe recordar la Corporación que el derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada, cuando la autoridad o persona que atiende el servicio público y a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión.

En cuanto a la finalidad del derecho de petición, la Corte Constitucional en sentencia T-206/18 sostuvo:

“9. El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones: “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la respuesta al peticionario”. 

Además, la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”. El mismo artículo, en cuanto al término para resolverse las peticiones de documentos y de información, dispuso diez (10) días siguientes a su recepción, y para resolver consultas a las autoridades relacionadas con las materias a su cargo el término de 30 días.
Frente a las solicitudes en materia pensional, sin perjuicio de los términos especiales que se conciben para el estudio y definición de los derechos prestacionales, las administradoras de los Fondos de Pensiones deben cumplir la regla general citada en precedencia, es decir, resolver las peticiones en el término inicial de 15 días o, en su defecto, informar al interesado el plazo adicional que tomará, sin exceder los límites legales
. 

En este asunto, la censura que plantea la parte impugnante parte de la premisa que no ha vulnerado las garantías del usuario, pues está adelantando la gestión administrativa necesaria para definir la prestación reclamada; además, alega la imposibilidad de emitir un acto administrativo en el término de cuarenta y ocho (48) horas, según lo estableció el juez de primera instancia, pues las labores de verificación, validación y estudio no se lograrían agotar en ese plazo.

Sin embargo, para el Tribunal los argumentos planteados por la parte impugnante no son de recibo, pues resulta evidente que en el caso concreto la entidad incurrió en una omisión grosera y por completo desconocedora de los derechos fundamentales del señor DARÍO SOTO, frente a la solicitud de sustitución pensional que se radicó en la entidad en agosto 28 de 2024 -fecha en que se trasladó la petición por parte del FOPEP-
.

Lo dicho porque, contrario lo afirmó el recurrente, es palmaria la dilación injustificada del trámite administrativo, teniendo en cuenta que de vieja data -Sentencia SU975/03, reiterada en la sentencia T045/22-
 la jurisprudencia constitucional precisó que, por regla general, las autoridades cuentan con el término de 15 días hábiles para resolver las solicitudes de reliquidación o reajuste pensional y, de requerir un plazo mayor, debe informarse al interesado acerca de esa circunstancia, en qué momento se resolverá y por qué no es posible hacerlo antes. 
Con lo anterior, el Tribunal destaca que, aun cuando es cierto que la UGPP debe agotar un estudio riguroso para definir la petición del usuario -así como ocurre con las demás administradoras de pensiones-, ello no anula la obligación que le asiste de observar las reglas establecidas en la ley y la jurisprudencia para garantizar el derecho de petición en materia pensional; es decir, para el caso concreto, le era exigible, como mínimo, informar al interesado los motivos que tenía para no resolver la reclamación en el plazo de quince (15) días -regla general- y cuándo ofrecería la respuesta de fondo a la reclamación, evento este último en el que, según los límites legales para el reconocimiento de la prestación base, no podría superar los cuatro (4) meses en su resolución, sin embargo, hasta el momento de la sentencia de primera instancia transcurrieron casi seis (6) meses y no existía pronunciamiento alguno por parte de la UGPP, ni siquiera se informó a la parte interesada acerca de la gestión adelantada ni la fecha probable de respuesta. 

Bajo este contexto, se aprecia acertada la orden impartida por el juez de primera instancia, en tanto exigió a la UGPP brindar una respuesta a la petición de reliquidación pensional, indistintamente si resultare favorable o no a las pretensiones del accionante, siendo responsabilidad de la UGPP adelantar el trámite administrativo con observancia de las exigencias legales, lo que incluye los términos establecidos para definir las prestaciones que le competen. 

En este punto, debe recordarse que, en los términos del artículo 23 del Decreto 2591/91, en concordancia con el canon 27 ibidem, la autoridad que incurre en la omisión lesiva del derecho fundamental amparado dispone del plazo de 48 horas para expedir el acto administrativo de alcance particular y acreditarlo ante el juez para su resarcimiento. 
En esas condiciones, la Sala encuentra que la decisión objeto de censura está ajustada a derecho y, por consiguiente, se confirmará. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en febrero 17 de 2025 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), por medio de la cual se tuteló el derecho fundamental de petición del que es titular el señor DARÍO SOTO OCAMPO, vulnerado por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales -UGPP-. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
Magistrado 

EN AUSENCIA JUSTIFICADA
� Véase, entre otras, sentencias SU-975 de 2003, T-086 de 2015, T-237 de 2016 y T-155 de 2018


� Expediente digital, primera instancia, documento “02LibeloAnexosTutelaLinea2596048RDA202500033”, página 6.


� En la sentencia T-045/22 se señaló: “[…] las autoridades deben tener en cuenta los siguientes tres términos, que corren de manera transversal, […] || (i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional […] en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.” (negrillas fuera de texto)
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